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EN LA SESIÓN CELEBRADA EL 2 DE DICIEMBRE DE 2009
Nuestro país es una tierra de inmigrantes ya que desde sus orígenes estuvo abierto a la recepción de una importante corriente migratoria. A la presencia originaria de los indígenas se sumaron españoles, africanos y consolidada la Nación se incorporó un importante flujo migratorio proveniente de distintos países, fundamentalmente del continente europeo. Con el transcurso del tiempo el proceso se fue revirtiendo para transformarse en un país de emigración sin perjuicio de practicar una política de amplia apertura con respecto a los extranjeros que vienen a residir en él.

El fenómeno migratorio en Uruguay se da en un contexto internacional de alta movilidad de la población, lo que hace necesario contar con un marco jurídico de protección a los migrantes. Como bien se ha señalado, lo que se procura es rescatar la memoria histórica para transformarla en respuestas concretas que garanticen los derechos de los migrantes más allá de sus nacionalidades o países de origen.  Significa respetar sus culturas sin estigmas que marquen diferencias, reconociendo la riqueza de la diversidad.  

A la salvaguarda de la identidad cultural y el estímulo de prácticas de convivencia y fomento de la solidaridad se debe sumar el cumplimiento  de lo previsto en los instrumentos internacionales de los que el Uruguay es Parte. 
El tema migratorio en nuestro país se rige fundamentalmente por la ley 18250 de 6 de enero de 2008 que vino a sustituir a normas de hace varias décadas. El objetivo que inspiró el dictado de esta norma fue el de armonizar la legislación nacional con los instrumentos internacionales tanto de carácter regional como universal, ratificados por el Uruguay.
La base de la normativa adoptada se encuentra en el derecho  internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y recoge los estándares y principios internacionales en la materia, es decir los contenidos en la Convención Internacional para la Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y sus Familiares, la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Internacional, el Convenio Nº 97 de la Organización Internacional del Trabajo y el acuerdo de Libre Residencia para los Nacionales de los Estados Parte del MERCOSUR, Bolivia y Chile. Asimismo se encuentra en consonancia con la jurisprudencia desarrollada por los órganos del sistema interamericano de derechos humanos.
La normativa vigente fue el producto de la labor gubernamental, académica y de la sociedad civil que contó con el apoyo permanente de la Organización Internacional de las Migraciones.

Los principales elementos contenidos en la nueva ley son los siguientes:

· El establecimiento de principios generales en la materia, en este sentido el Estado uruguayo reconoce el derecho inalienable de las personas migrantes y sus familiares, sea cual sea su condición inmigratoria a ejercer el derecho a la migración, a la reunificación familiar, al debido proceso y acceso a la justicia, así como la igualdad de derechos con los nacionales, eliminando toda forma de discriminación, xenofobia y racismo.
· La clara definición del concepto de migrante, así como la consagración de garantías a sus derechos. En efecto su articulado dice que "se entiende por migrante a toda persona extranjera que ingresa al territorio nacional con ánimo de residir y establecerse en él en forma permanente o temporaria”. En cuanto a los derechos y privilegios de los mismos se establece la igualdad de trato con los nacionales con respecto al ejercicio de una actividad laboral en cumplimiento de la legislación laboral vigente y a los instrumentos internacionales ratificados en la materia, tanto de las NNUU como de la OIT y en referencia a la seguridad social en la medida que cumplan con los requisitos previstos en la legislación uruguaya.
· En forma innovadora se crean dos órganos que son: la Junta Nacional de Migración y el Consejo Consultivo Asesor de Migración, el primero es un órgano interinstitucional ejecutivo que asesora y propone al Poder Ejecutivo en todo lo relativo a la materia, y el segundo integra a las organizaciones sociales y gremiales relacionadas, en un avance para establecer canales efectivos de participación de la sociedad civil. Ello sin perjuicio de la competencia que en esta materia tienen los Ministerios del Interior, de Trabajo y Seguridad Social y   de Relaciones Exteriores, a los que hemos hecho referencia en otras oportunidades.

· Se contempla especialmente la facilitación del trámite de residencia a los cónyuges, concubinos, padres y nietos y nietas de nacionales uruguayos, dentro del capítulo correspondiente a las categorías migratorias.
· Se incorpora en la ley el principio del Acuerdo de Libre Residencia para los nacionales de los Estados miembros del MERCOSUR, Chile y Bolivia, con el fin de facilitar dichos trámites de acuerdo al compromiso asumido por el Estado uruguayo para el otorgamiento de la residencia temporaria a los nacionales de esos Estados y sus familiares.
En el capítulo XIV, se hace referencia específica a la situación de los uruguayos y uruguayas que residen en el exterior, el Estado uruguayo se compromete a fomentar la suscripción de convenios con los Estados en los que residen ciudadanos uruguayos a los efectos de garantizarles la igualdad de trato con los nacionales de esos Estados. También se hace referencia a aspectos relativos a la inscripción de hijas e hijos nacidos en el exterior y a la exoneración de gravámenes de bienes en caso de retornar al país.

Por último es de destacar la indisoluble relación entre el tema migratorio y los derechos humanos lo cual ha quedado plasmado en las disposiciones de la ley. Dentro de las causales de rechazo al ingreso al país se encuentra el haber incurrido  o participado en actos de Gobierno o de otro tipo que constituyan  violaciones a los derechos humanos (artículo 45, literal B). Por su parte el artículo 44 de la referida norma prevé la posibilidad de ingreso condicional al país de personas que no reúnan los requisitos exigidos, por razones excepcionales de índole humanitaria, interés público o en cumplimiento de compromisos internacionales.

Siguiendo la línea de la protección de la libertad de las personas en sus diversas modalidades de sometimiento, la ley contiene tipos penales específicos sobre la trata o tráfico de personas, sancionando así estas formas de crimen organizado transnacional, de esta manera consagra en el derecho positivo uruguayo lo que se encuentra recogido en instrumentos internacionales oportunamente ratificados.

Un aspecto a destacar es la preocupación en materia de política gubernamental por los niños, niñas y adolescentes migrantes que se sustenta en la normativa vigente. Ella se enmarca en la promoción de una cultura de responsabilidad social a favor del cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
Nuestro país se encuentra en proceso de implementación de la Estrategia Nacional para la Infancia y la Adolescencia (ENIA) y el Plan Nacional de  Juventudes que apuntan al diseño y formulación de políticas públicas más allá de lo coyuntural y de cara a los próximos 20 años. 

La mencionada Estrategia Nacional es una propuesta impulsada por el Gobierno Nacional para el período 2010 -2030 que contó con el apoyo del Sistema de las Naciones Unidas en Uruguay. Su abordaje se basa en la normativa internacional, en particular la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño.

La estrategia tiene entre sus objetivos principales al migrante   apuntando fundamentalmente a aprovechar el potencial que este capital humano representa para el desarrollo nacional. En ese sentido,  estimular el ingreso de los inmigrantes es congruente con una perspectiva de avance hacia una sociedad más abierta y plural, que pueda beneficiarse con la incorporación de personas con otras capacidades y espíritu emprendedor. En este contexto se han realizado una serie de propuestas,   entre las que se encuentran:

· Establecer programas que permitan aprovechar los contactos y conocimientos de los emigrados para desarrollar proyectos productivos o de investigación en el país. 

· Ofrecer oportunidades que faciliten la decisión de retorno, como acceso a una vivienda o servicio de atención a los hijos, las estadías temporales y adquisición de una segunda residencia.

· Actuar sobre la predisposición migratoria ofreciendo orientación y conocimiento amplio sobre las dificultades que esa opción presenta y las oportunidades que nuestro país ofrece, así como generar estudios que permitan conocer mejor a las comunidades emigrantes en el exterior a los efectos de diseñar propuestas adecuadas y realistas. 

La ENIA constituye un componente fundamental de una estrategia de desarrollo social a nivel nacional, está presidida por un enfoque de promoción y respeto de los derechos, apunta al fortalecimiento de la democracia y se basa en la promoción de la equidad en tres planos simultáneos: intergeneracional, de género y territorial. 

Casi simultáneamente a la puesta en práctica de la Estrategia Nacional para la Infancia y la Adolescencia (ENIA) se comenzó a trabajar en un Plan Nacional de  Juventudes, desde el Instituto Nacional de la Juventud de Uruguay con el apoyo del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo. Tanto a nivel internacional como nacional se dio un contexto favorable para posicionar la temática de la juventud en la agenda pública y política. En el año 2007 se ratificó la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes, luego con la Declaración de 2008 como el Año Iberoamericano de la Juventud y la realización de la Cumbre Iberoamericana de Presidentes y Jefes de Estado bajo el lema “Juventud y Desarrollo”, se creó un marco propicio para que a nivel nacional se diera lugar a la discusión en torno a una Ley de Empleo Juvenil, la conformación de una Comisión Asesora de Juventud, así como la jerarquización del tema en los ámbitos de participación y coordinación de políticas sociales a nivel territorial. 

Este Plan de Juventudes tiene como pilar fundamental la participación de los y las jóvenes.  La propuesta es innovadora e integradora y tiene como meta principal la efectivización de sus derechos a fin de posicionarlos como ciudadanos y actores protagónicos en el desarrollo político, social, económico y cultural del país. 

Una de las áreas prioritarias en su construcción es la de Trabajo y Formación Profesional, que tiene como objetivo  contribuir al proceso de elaboración de un modelo de inclusión social, educativa y laboral. Este concepto se asocia al de ciudadanía, teniendo en cuenta  las exigencias del mundo del trabajo y la realidad de la juventud y sus propias demandas y propuestas.  Se apunta a la generación sostenible de trabajo decente para los jóvenes, entendiendo como tal aquel “en cantidad y calidad suficientes, apropiadas, dignas y justas, que incluye respeto a los derechos laborales, ingresos adecuados, protección social y un contexto de libertad sindical y diálogo social”

En relación a este tema también importa destacar el Acuerdo de Cooperación entre el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) y la Organización Internacional para las Migraciones Uruguay en materia de migración y trata de personas, el 24 de abril de 2008.  

El objetivo del Acuerdo fue establecer el marco jurídico que sirva de base para acciones en áreas  de interés común.  Entre las principales áreas de cooperación  se destacan las siguientes: el estimular el intercambio de especialistas; desarrollar proyectos de investigación; implementar programas de asistencia técnica, capacitación y asesoría y realizar conjuntamente la ejecución de proyectos y eventos a nivel nacional y regional.

A los efectos de la implementación, seguimiento y evaluación del Acuerdo se ha creado una comisión técnico mixta, integrada por representantes del  INAU y la OIM.

Con relación al fenómeno migratorio, no se puede dejar de mencionar la importancia que reviste contar con una información precisa para la formulación  de políticas públicas más efectivas.  Para ello se requiere contar con un sistema de información estadística migratoria que propenda a la armonización de las distintas fuentes y permita conocer de forma ágil, estandarizada y continua, la magnitud y características de los movimientos migratorios en los países miembros de la OEA.  

En ese sentido, Uruguay ha apoyado desde sus orígenes la creación del Sistema Continuo de Reportes sobre Migración Laboral para las Américas (SICREMI), participando en la primera fase de su implementación.   Como bien lo señaló el Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza es un primer paso imprescindible para avanzar en cualquier esfuerzo que tienda a mejorar las condiciones de la migración y sus efectos en el hemisferio. 
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